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García-Legaz
defiende bajar
impuestos
a los coches
más eficientes
EFE Cartagena

El secretario de Estado de Co-
mercio, Jaime García-Legaz, se
mostró el viernes orgulloso de
los resultados de los diferen-
tes planes PIVE, pero señaló
que en el futuro el PP optará
por incentivar al sector de la
automoción con bajadas de
impuestos a los vehículos
más eficientes.

Legaz realizó esas declara-
ciones en Cartagena, donde
participó en un acto de cam-
paña con jóvenes empresarios
locales en el que estuvo acom-
pañado por la alcaldesa de la
ciudad y candidata del PP a las
municipales, Pilar Barreiro, y
por el consejero de Industria
y Turismo, Juan Carlos Ruiz.

El secretario de Estado re-
cordó que se ha puesto en
marcha la octava edición del
plan PIVE y señaló que el sec-
tor de la automoción está
“muy satisfecho” con esa ba-

tería de medidas que, en su
opinión, han permitido reac-
tivar la actividad, generar
empleo y atraer a las plantas
españolas la fabricación de di-
versos modelos.

Las ventas se han situado
por encima de un millón de
unidades, frente a las 700.000
de hace dos años. De cara al
futuro, García-Legaz señaló
que el Gobierno se plantea
buscar otras medidas de in-
centivo, como la bajada de im-
puestos a los vehículos más efi-
cientes. De esa manera, ex-
plicó, se espera incentivar a los
consumidores a renovar el
parque de vehículos por otros
más sostenibles y de menor
consumo.

Por otra parte, defendió que
su partido apuesta por la ba-
jada de impuestos y recordó
que la reforma fiscal que
entró en vigor a principios de
año supuso reducir los tipos
del IRPF y del impuesto sobre
sociedades. Ambos tributos
volverán a bajar en 2016.

● El BOE publicó el vier-
nes el real decreto que re-
gula la octava edición, últi-
ma de esta legislatura, del
Programa de Incentivos al
Vehículo Eficiente (PIVE)
aprobado por el Consejo
de Ministros y que con-
templa una reducción de la
ayuda al comprador.

PLAN PIVE

El Tribunal Constitucional dirimirá
si el impuesto sobre el incremento
del valor de los terrenos de natu-
raleza urbana, más conocido
como plusvalía municipal, es con-
trario al principio de capacidad
económica que contempla la Carta
Magna. Un juzgado ha planteado
una cuestión de inconstitucionali-
dad ante la exigencia de un ayun-
tamiento, que reclama 17.899
euros a una empresa que vendió
por 600.000 euros un inmueble
que le había costado tres millones.

J. V. Madrid

U
na empresa compró en el año
2003 un inmueble en Irún por
3,1 millones de euros. En 2014,

lo vendió por 600.000 euros, regis-
trando una importante minusvalía. Sin
embargo, el ayuntamiento exige el pago
de 17.899 euros por el impuesto sobre
el incremento del valor de los terrenos
de naturaleza urbana. Este tributo, que
para mayor escarnio se conoce como
plusvalía municipal, ha generado una
gran polémica durante la crisis. Ello es
así porque se articula de tal forma que
debe abonarse aunque los vendedores
no logren ningún beneficio.

El impuesto se calcula en función del
valor catastral en el momento del de-
vengo y asignándole una revalorización
en función de los años transcurridos
desde la anterior compraventa. Es
decir, no se tienen en cuenta variables
como la diferencia entre el precio de
compra y el de venta. En los años del
boom inmobiliario, ello beneficiaba a los
contribuyentes porque la base imponi-
ble del impuesto de plusvalía municipal
era normalmente inferior al beneficio
realmente logrado. Sin embargo, ahora
es al revés y muchos vendedores se ven
obligados a abonar el impuesto de plus-
valía municipal, a pesar de registrar pér-
didas. En algunos casos, como recuer-
da José María Salcedo, socio del des-
pacho Ático Jurídico, los jueces han fa-

El tributo se aplica aunque el contribuyente registre pérdidas

El Constitucional decidirá si tumba
el impuesto de plusvalía municipal

Sede del Tribunal Constitucional en Madrid. EFE

llado a favor de los contribuyentes. Por
ejemplo, en Madrid y Barcelona ya se
han producido sentencias que conside-
ran que el impuesto de plusvalía mu-
nicipal no debe aplicarse cuando el ven-
dedor no obtiene ningún beneficio.

Sin embargo, el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo número 3 de
San Sebastián, sobre el que recayó el
caso de la empresa de Irún, considera
que la Ley de Haciendas Locales esta-
blece un método de cálculo que un tri-
bunal, aunque lo considere injusto, no
puede modificar. En su lugar, ha opta-
do por plantear una cuestión de in-
constitucionalidad en la medida en que
el impuesto puede ser contrario al ar-
tículo 34 de la Constitución española,
que señala que “todos contribuirán al
sostenimiento de los gastos públicos de
acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo
inspirado en los principios de igualdad

y progresividad que, en ningún caso,
tendrá alcance confiscatorio”. En el auto,
el juzgado de San Sebastián también
plantea al alto tribunal la posibilidad
de que la configuración actual del im-
puesto sobre el incremento del valor de
los terrenos pueda limitar el derecho de
defensa previsto en el artículo 24 de la
Constitución. Ello es así porque, como
apunta Salcedo, “la normativa no con-
templa la posibilidad de que la trans-
misión produzca una pérdida o mi-
nusvalía” y, por lo tanto, “no admite
prueba en contrario”.

El auto del juzgado de San Sebastián
permitirá que, por fin, el alto tribunal
aborde un debate en el que una parte
de académicos y, la mayoría de aseso-
res fiscales, considera que el impuesto
de plusvalía municipal es contrario a la
Constitución. Si se declara inconstitu-
cional, los ayuntamientos podrían en-
frentarse a devoluciones millonarias.

De forma intuitiva, uno podría
pensar que la recaudación
del impuesto sobre el incre-
mento del valor de los terre-
nos de naturaleza urbana se
habría derrumbado con el
pinchazo de la burbuja in-
mobiliaria. Y no ha sido así.
En el año 2008, el impuesto
de plusvalía municipal apor-
tó a los ayuntamientos 1.263
millones y en 2013 –último
ejercicio cerrado–, la cifra

casi alcanza los 2.000 millo-
nes. El aumento se explica
por la subida de los valores
catastrales y por el hecho de
que este tributo se calcula
sin tener en cuenta la dife-
rencia entre el precio de
venta y el de compra.

Los ayuntamientos, a di-
ferencia de las autonomías,
cuentan con figuras fiscales
más estables. Además del
impuesto sobre la plusvalía

municipal, durante la crisis
económica también se ha
incrementado la recauda-
ción del impuesto sobre bie-
nes inmuebles (IBI). Se
trata del tributo municipal
que más ingresos aporta a
los ayuntamientos y que
abonan los propietarios de
viviendas, locales o edifi-
cios. De hecho, el IBI es el
único impuesto del sistema
tributario español cuya re-

caudación no ha caído
nunca. Hay que tener en
cuenta que el IBI grava
anualmente la mera propie-
dad y no la compraventa.

Por ejemplo, el impuesto
sobre transmisiones patri-
moniales que aplican las co-
munidades autónomas por
la adquisición de casas de
segunda mano se ha hundi-
do durante la crisis. En cam-
bio, el componente contrací-

clico del IBI ha permitido a
los ayuntamientos mantener
sus cuentas más saneadas.
Antes de la crisis, el IBI era
el séptimo impuesto más
importante del sistema tri-
butario español y, actual-
mente, ocupa el cuarto
lugar. Aporta más de 10.000
millones anuales y solo el
IRPF, el IVA y el impuesto
sobre sociedades registran
cifras superiores.

17.900
euros exige el Ayunta-
miento de Irún por el
impuesto de plusvalía
municipal a una empresa
que compró un inmueble
por 3,1 millones y lo
vendió por 600.000 euros.

1.915
millones ingresaron los
ayuntamientos por el
impuesto de plusvalía
en el año 2013.

LAS CIFRAS

Los ingresos locales sobreviven a la crisis


